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8197Sólo en este sentido, hemos podido afirmar, también
con reiteración, que compete a este Tribunal «el examen
de los motivos y argumentos en que se funda la decisión
judicial impugnada con el fin de comprobar si son razo­
nables desde una perspectiva constitucional. pudiéndose
corregir en esta vía de amparo cualquier interpretación
que parta de un error patente con relevancia constitucional
y que produzca efectos negqtivos en la esfera del ciuda­
dano, a menos que sean imputables a la negligencia de
la parte, pues, de ser así. se estaría causando una lesión
del derecho a la tutela judicial efectiva» (por todas, SSTC
107/1994, 5/1995, 99/1995, 117/1996 y 160/1996).

Finalmente, y para determinar la relevancia consti­
tucional del error patente, es preciso tener en cuenta,
según doctrina también reiterada, que «los errores con­
tenidos en la fundamentación jurídica de las resolUCiones
judiciales sólo tienen trascendencia constitucional en
tanto sean determinantes de la decisión adoptada, esto
es, cuando constituyan el soporte único o básico de la
resolución, de modo que, constatada su existenCia. la
fundamentación jurídica pierda el sentido y alcance que
la justificaba y no pueda conocerse cuál hubiese sido
el sentido de la resolución de no haberse incurrido en
el mismo» (STC 124/1993, fundamento jurídico 3; y;
en el mismo o análogo sentido, entre los pronunciamien­
tos más recientes, SSTC 107/1994. 203/1994,
5/1995,13/1995,117/1996,160/1996 y
175/1996).

3. La aplicación de la anterior doctrina al caso que
ocupa nuestra atención ha de llevar a la desestimación
del presente recurso de amparo, pues el actor, quien
tiene la carga de acreditar los hechos constitutivos de
su pretensión de amparo, ni siquiera ha alegado la tota­
lidad de los hechos que permitan estimar la plena con­
currencia de nuestra doctrina sobre la violación del dere­
cho a la tutela en su manifestación de haber incurrido
la Sentencia recurrida en «error patente».

En efecto, de los términos de la demanda y de la
Sentencia impugnada se infiere que, aun cuando la ~en­

tencia de la Audiencia Provincial impugnada pudiera
haber incurrido en algún error. no ha vulnerado derecho
fundamental alguno. Asimismo, aun admitiendo (a .los
efectos meramente dialécticos) que el recurrente pudiera
ser propietario de la plaza de garaje, de haber declarado
la Sentencia esta titularidad dominical. es claro que, de
dicha declaración, no se habría inferido necesariamente
que le asista su supuesto derecho a que se eliminen
de ella las instalaciones, tuberías y demás aparatos que
pudieran ocuparla.

El recurrente en amparo, en suma. se ha limitado
a denunciarnos un «error de hecho y de derecho» en
la resolución impugnada, olvidando que. ni este Tribunal
es una tercera instancia, ni el recurso de amparo es
un recurso de casación que nos faculte para revisar los
vicios in iudicando en que hayan podido incurrir los Tri­
bunalesordinarios, lo que ha de motivar la desestimación
de su recurso constitucional de amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Denegar el presente amparo.
Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del

Estado».

Dada en Madrid. a dieciocho de marzo de mil nove­
cientos noventa y siete.-Álvaro Rodríguez Bereijo.-Vi­
cente Gimeno Sendra.-Pedro Cruz Villalón.-Enrique
Ruiz Vadillo.-Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.-Pa-

...Rlq..Géll¡.;í.a MAn~anQ,;¡¡;Fjrm<!do y Rubrjcado.

Sala Primera. Sentencia 59/1997, de 18 de
marzo de 1997. R.ecurso de amparo
2.421/1995. Contra Sentencia de la Audien­
cia Provincial de Córdoba dictada en apela­
ción en procedimiento de juicio de faltas
seguido ante el Juzgado de Instrucción núm.
2 de Pozoblanco (Córdoba). Vulneración del
derecho a la tl)tela judicial efectiva: Incon­
gruencia de la resolución judicial,

. La Sala Pri.mera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Alvaro Rodriguez Bereijo, Presidente; don
Vicente Gimeno Sendra, don Pedro Cruz VillaIón, don
Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera, y don Pablo García Manzano, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA

En el recurso de amparo núm, 2.421/95, promovido
por doña Manuela García Cámara. representada por el
Procurador de los Tribunales don Isacio Calleja García,
y asistida por el Letrado don Rafael Valverde de Diego
contra la Sentencia de la Audiencia Provincial de Cór­
doba de 5 de junio de 1995, dictada en grado de ape­
lación en el procedimiento de juicio de faltas núm. 1/95,
seguido ante el Juzgado·de Instrucción núm. 2 de Poio­
blanco (Córdoba). Han intervenido, MAPFRE, Mutualidad
de Seguros, representada por el Procurador de los' Tri­
bunales donArgimiro Vázquez Gl,lillén y defendida por
el Letrado don Juan Ignacio Pérez lñiguez: y el Ministeri,o
Fiscal. Ha sido ponente el Magistrado don Enrique Ruiz
Vadillo, quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 29 de
. junio de 1995, don Isacio Calleja García. Procurador de

los Tribunales. en nombre y representación de doña
Manuela García Cámara interpone recurso de amparo.
contra la Sentencia, en grado de apelación, dictada por
la Audiencia Provincial de Córdoba, el dia 5 de junio
de 1995, en el procedimiento de juicio de faltas 1/95,
seguido ante el Juzgado de Instrucción núm. 2 de Pozo­
blanco (Córdoba).

2. Los hechos en los que se fundamenta la-demanda
son. sucintamente expuestos. los siguientes:

A) Con fecha de 10 de marzo de 1995, por el Juz­
gado de Instrucción núm. 2 de Pozoblanco (Córdoba),
se dictó Sentencia en el juicio dE! faltas núm. 1/95. segUl­

. do por la muerte en accidente de circulación de don
Antonio Muñoz Reyes, contra don Mariano Peralbo
Redondo, y la Compañía de Seguros Mapfre. .

B) El accidente se produjo como consecuencia del
exceso de velocidad a la que circulaba el vehículo. en
el que viajaba como ocupante la persona fallecida, al
perder el conductor el control del vehículo que conducía.

C) El fallecido -don Antonio Muñoz Reyes estaba
casado en el momento de su fallecimiento con doña
Francisca González León. habiendo nacido de dicho
matrimonio un hijo que tenía la edad de veinticuatro
años en dicho momento. Igualmente mantenía una rela­
ción de convivencia de hecho consolidada. de forma
continuada, pública y notoriamente con doña Manuela
García Cámara, teniendo como fruto de esta relación
cuatro hijos. llamados, respectivamente. Inmaculada, de
trece años. Antonio. de diez años, Lucas, de nueve años,
y Xuxan. de nueve meses.

D) En la Sentencia dictada por el Juzgado de Ins­
trucción se condena Jl L10n Nl.ariano'p~ri.lJbo •.ll~.ºp.nQ.Q, .
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como autor responsable de una falta del arto 586 bis
del Código Penal. Texto Refundido de 1973 y se esta­
blecía una indemnización a favor de los perjudicados.
entre ellos, la ahora recurrente en amparo, de
15.000.000 de pesetas, declarando la responsabilidad
directa de la Compañía de Seguros Mapfre.

E) Contra dicha Sentencia se interpuso por los con­
denados el correspondiente recurso de apelación, a la
que se adhirió parcialmente doña Manuela García Cáma­
ra, en cuanto a las responsabilidades civiles reconocidas
en la resolución dictada~ De este escrito de adhesión
parcial no se dio traslado a la parte recurrente en ape­
lación. y no se señaló la celebración de vista oral.

F) Por la Audiencia Provincial se dicta Sentencia en
la que se estima parcialmente el recurso de apelación
interpuesto por don Mariano Peralbo Redondo y la Com­
pañía Aseguradora Mapfre. desestimando la adhesión
a la apelación formulada por doña Manuela García Cáma­
ra. reduciendo la citada indemnización a la cuantía de
7.000.000 de pesetas.

3. Ante el estado que presenta este procedimiento
judicial se interpone por la recurrente recurso de amparo,
interesando se declare la vulneración de su derecho
constitucional a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 C.E.).
declarándose la nulidad de la Sentencia dictada por la
Audiencia Provincial de Córdoba. como consecuencia
de la incongruencia omisiva total y la absoluta falta de
motivación de dicha resolución judicial. En la demanda
se aduce vulneración del arto 24.1 C.E.. como conse­
cuencia de que, si bien en la Sentencia dictada por dicha
Audiencia se aceptan tanto los antecedentes de hecho
como la fundamentación jurídica contenida en la Sen­
tencia de instancia. e incluso expresa que en la misma.
es decir. en la alzada. no se han desvirtuado ni los unos.
ni los otros, se produce, no obstante. una reducción de
las indemnizaciones de las personas perjudicadas por
dicho fallecimiento en la cuantía de 7.000.000 de pese­
tas, sin justificar en lo más mínimo las circunstancias
o fundamentos quE! determinan la producción de dicha
aminoración de inaemnizaciones. máxime cuando. inclu­
so, es desestimado el recurso adhesivo de apelación for­
mulado al efecto, teniendo el mismo por objeto el incre­
mento'de tal cuantía indemnizatoria en la alzada.

4. Por providencia de 25 de marzo de 1996, la Sec­
ción acordó admitir a trámite la demanda, y a tenor de
lo dispuesto en el artículo 51 LOTC, se acordó requerir
al Juzgado de Instrucción núm. 2 de Pozoblanco (Cór­
doba). y a la Audiencia Provincial de Córdoba. para que
en el término de diez días remitieran testimonio de todas
las actuaciones. y procediera el primero, al emplazamien­
to ante este Tribunal de cuantos h.ubieran sido parte
en el procedimiento judicial antecedente.

5. Por providencia de 20 de mayo de 1996, se tuvo
por personado a la representación legal de la Compañía
de Seguros Mapfre. y se acordó dar vista de los tes­
timonios recibidos, por plazo común de veinte días, al
Ministerio Fiscal y a las partes personadas. para que.
dentro del expresado término. formularan las alegacio­
nes que a su derecho convinieran.

6. El Ministerio Fiscal presentó su escrito ante este
Tribunal el día 4 de junio de 1996, conteniendo en sín­
tesis las siguientes manifestaciones:

A) Bajo la invocación del art. 24.1 C.E.. alega la
recurrente en amparo la vulneración de 'su derecho a
la tutela judicial efectiva por vicio de incongruencia inter­
na de la Sentencia impugnada. que centra en que el
fallo que disminuyó la indemnización acordada en la ins­
tancia de 15 a 7.000.000 de pesetas. no es coherente
con la fundamentación jurídica. en la que se aceptan
los antecedentes de hecho y los fundamentos jurídicos
de la resolución del Juez de Instrucción núm. 2 de Pozo­
blanco. Si aquellos fundamentos jurídicos determinaron
una indemnización de 15.000.000 de pesetas en el Juz-

gado. su aceptación en la apelación no puede justificar
que se disminuya la indemnización en la cuantía seña­
lada.

B) Para analizar el fundamento de la vulneración
que alega el recurrente. preciso es tener en cuenta estos
antecedentes de hecho, muy someramente expuestos.

En el juicio de faltas núm. 1/95 del Juzgado de Ins­
trucción núm. 2 de Pozoblanco, se condenó como res­
ponsable civil directa a la Compañía de Seguros Mapfre
a satisfacer, entre otras. una indemnización en favor de
la recurrente en amparo en cuantía de 15 millones de
pesetas. como se ha dicho.

La resolución fue apelada tanto por Mapfre como
por doña Manuela García Cámara interesándose en los
recursos respectivos. por lo que aquí interesa. la Com­
pañía aseguradora. la absolución de toda condena civil
o, alternativamente. la moderación de su cuantía. y la
recurrente en amparo. la elevación de la indemnización
acordada hasta un total de 20.000.000 de pesetas.

La Sentencia dictada en apelación por la Audiencia
Provincial de Córdoba. Sección 3.a

• en la forma que pre­
viene el arto 82.2.° L.O.P.J.. señala en sus fundamentos
jurídicos estos únicos extremos:

«1. Se aceptan los de la Sentencia recurrida.
2. No se han desvirtuado en esta instancia los

fundamentos de hecho y razonamientos jurídicos
de la Sentencia recurrida.

3. Es procedente modificar algunas indemni­
zaciones reduciendo las cantidades concedidas a
doña Francisca González León y doña Manuela Gar­
cía Cámara a 7.000.000 de pesetas a cada una
quedando subsistentes los restantes pronuncia­
mientos y declarando de oficio las costas del
recurso».

C) Al análisis del fundamento de la denuncia que
formula la recurrente en amparo. convienen, con carácter
previo. algunas precisiones.

Ante todo debe tenerse en cuenta que no cuestiona
la recurrente el quantum de la responsabilidad civil a
cuyo fin este Tribunal no podría pronunciarse puesto
que la cuestión no rebasaría los límites de la legalidad
ordinaria (ATC 314/1985).

Tampoco pone en tela de juicio la recurrente las facul­
tades del órgano judicial de apelación para modificar
el quantum de las indemnizaciones a través del recurso,
facultades que le corresponden en razón de la naturaleza
de la apelación como novum judicium (entre otras. la
STC 307/1993).

y por último, conviene subrayar igualmente que tam­
poco se plantea en el recurso de amparo un vicio de
incongruencia determinante de reformatio in peius, cuya
prohibición como es sabido, se inserta en el derecho
a la tutela judicial efectiva. como ha declarado con insis­
tencia este Tribunal (entre otras. SSTC 40/1990 y
84/1985). Obvio es. en el caso que nos ocupa. que
la modificación peyorativa de la resolución obtenida en
la instancia por la. recurrente. se produce como con­
secuencia de la pretensión impugnatoria de la otra parte
y no deviene de su propio recurso (vid. SSTC 116/1988
y 84/1995 que define esta modalidad de incongruencia
con absoluta precisión). .
,; D) Lo que el recurrente plantea realmente es la

incongruencia que entraña aceptar. por una parte. los
hechos y fundamentos jurídicos de la Sentencia de ins­
tancia, y resolver. por otra, una moderación de la indem­
nización sin justificación alguna.

y así parece que efectivamente ocurrió. Estaríamos
en situación semejante a la que describe la STC 16/1993
con cita de la STC 138/1985: «La simple lectura de
la Sentencia revela la evidente contradicción entre la
fundamentación. amplia, correcta y razonable en favor
de la tesis de la entidad actora y el fallo desfavorable
para la misma. Teniendo en cuenta que el derecho a
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la tutela judicial efectiva incluye entre sus variados con­
tenidos, el que se dicte una resolución fundada en Dere­
cho, resulta evidente que no puede reputarse como tal.
una sentencia cuya fundamentación discurre por una
senda diametralmente opuesta a la del fallo (vid.STC
138/1985, entre otras), y en la que se motiva lo contrario
de lo que se falla». .

Pero en la Sentencia que nos ocupa. no hay argu­
mentación contradictoria del fallo, a menos que por tal
se entienda la remisión hecha a la Sentencia de instancia
cuyos fundamentos jurídicos se aceptan. Ello nos lleva
a la conclusión de que, realmente, la vulneración cons­
titucional del arto 24.1 C.E. , deviene de la falta de moti­
vación del fallo que entraña ía moderación indemniza­
toria a que hemos hecho referencia.

El El Tribunal Constitucional. como es sobradamen­
te conocido, en línea jurisprudencial constante, ha subra­
yado la ineludible exigencia de la motivación de las reso­
luciones judiciales y la transcendencia constitucional de
su omision (vid. SSTC 61/1983 y 13/1987).

F) En el caso presente, el análisis de la Sentencia
impugnada pone de manifiesto. en primer lugar, la orfan­
dad de motivación justificadora del fallo. El fundamento
jurídico 3.° se limita a afirmar que procede «modificar
algunas indemnizaciones», sin indicar causa alguna que
lo justifique.

Por otra parte, si a' la motivación por remisión nos
atenemos, es clara la incongruencia que resulta de la
comparación de los fundamentos jurídicos de instancia,
que se aceptan, y el fallo que se decreta.

No cabe decir, que la motivación sea implícita porque
la procedencia de la modificación de las indemnizacio­
nes, que se afirma, serviría para cualquier quantum que
hubiera sido adoptado.

Por último, parece claro que los términos del fun­
damento.jurídico 3.° que han sido transcritos, y el fallo
de la Sentencia, entrañan una tautología que en modo
alguno puede satisfacer el derecho a la tutela judicial
efectiva. que la recurrente en amparo alega como
vulnerado. .

G) De cuanto antecede se infiere que procede la
estimación del amparo que se solicita, si bien con el
alcance que señala la STC 17/1993, esto es, la previa
declaración de la nulidad de la resolución impugnada,
la reposición de las actuaciones al momento de dictar
sentencia, por cuanto este Tribunal no dispone de ele­
mentos de juicio. ni entraría en el ámbito de su com­
petencia específica, hacer el pronunciamiento, ya en
cuanto a la fundamentación, ya en cuanto a la indem­
nización de la cuantía que la recurrente solicita.

«En consecuencia -conforme la STC 17/1993 cita­
da-, y sin necesidad de un mayor razonamiento, ha de
estimarse el amparo y anularse la Sentencia impugnada,
con retroacción de las actuaciones para que se dicte
otra en su lugar, con retroacción de las actuaciones ya
que, como ya se señala en la STC 14/1984. "este Tri­
bunal no está en condiciones de prejuzgar la causa del
error, ni ello le compete, sino que- debe limitarse a
la apreciación de lo que objetivamente resulta de la Sen­
tencia que se impugna". Y ello porque la Sentencia fue
firmada por los ~agistrados que la dictaron, lo que sig­

.nlflca que. a la vista de la evidente discordancia entre
fundamentación y fallo, sólo la Sala que deliberó y votó
la resolución, está en condiciones de determinar si lo
incorrecto es el fallo o lo es la fundamentación».

Por lo expuesto, el Ministerio Fiscal. solicita del Tri­
bunal Constitucional que dicte Sentencia, de conformi­
dad con lo que previene el arto 53 al LOTC, y concor­
dantes, estimando el recurso de amparo solicitado.

7. Por la representación de la solicitante de amparo
se ratific,ó en las manifestaciones contenidas en el escrito
de demanda.

8. Por la representación legal de la Compañía de
Seguros Mapfre, se opuso a las pratensionesde la

recurrente en amparo, efectuando las siguientes con­
sideraciones:

al Muestra su acuerdo con la exposición de los ante­
cedentes de este recurso hecha por la recurrente en
su demanda, si bien matiza los mismos en el sentido
de .gue la Entidad aseguradora. en su recurso dé ape­
laclon contra la Sentencia de instancia dictada por el
Juzgado de Instrucción núm. 2 de Pozoblanco, desarrolló
y fundamentó los datos y razones que justificaban el
mismo. y que a su vez, fueron impugnados de contrario
según a su derecho convenía, siendo todos ellos pon­
derados por la Audiencia para fundamentar su resolu­
ción, y posterior fallo definitivo.

bl En ese sentido es de significar que la ahora
~ecurrente doña Manuela García Cámara, después de
Interponer la presente demanda de amparo, percibió por
mediO. del Juzgado reseñado la cantidad consignada por
l~ En.t!dad aseguradora, el importe total de la indem­
nlzaClon que a su favor señalaba la Sentencia de la
Audiencia Provincial de Córdoba, ahora atacada por la
misma. Tal extremo figura acreditado en los autos del
juicio de faltas, en diligencia de fecha 1 de Septiembre
de 1995 obrantes en los mismos.

En cuanto a la cuestión de fondo que en el recurso
se sostiene, consiste en que la Sentencia recurrida
incurre en una pretendida incongruencia omisiva al impu­
tarle una total y absoluta falta de motivación y, ello lo
d~duce, tanto al aceptarse en aquélla los antecedentes
de hecho y fundamentos jurídicos de la dictada por el
Ju;zgado de Instancia. como en el hecho de expresar,
aSimismo, que en la alzada no se habían desvirtuado
éstos, siendo el único Fallo congruente, la confirmación
de tal Sentencia de instancia.

Considera que tales vicios, como veremos, no se dan
en tal repetida resolución, pues para que exista el de
incongruencia, entendido como desajuste entre el fallo
judicial y los términos en los que las partes formulan
sus pretensiones concediendo más o menos, cosa dis­
tinta de lo pedido, es necesario que la desviación supon­
ga una completa modificacíón de los términos en que
discurrió la controversia procesal. requiriéndose además,
que la citada desviación sea de tal intensidad, .que pro­
duzca una modificación sustancial de los términos en
que se planteó el debate procesal.

Tal circunstancia, obviamente, no se da en el presente
caso que nos ocupa, dado que no existe incongruencia
con relevancia constitucional. si el órgano judicial resuel­
ve genéricamente las pretensiones. aunque no se haya
pronl!nciado sobre todas las alegaciones concretas. o
no de una respuesta pormenorizada a las mismas. ya
que .sólo la omisión o falta ~?tal de respuesta, y no la
generl~a y global a la cuestlon planteada. entraña vul­
neraclon del derecho a la tutela efectiva. En este sentido
señala entre.otras muchas. la STC 122/1994. '

En el caso que se analiza la Sentencia de apelación,
al estimar en p~rte el recurso de la Compañía asegu­
radora. y desestImar totalmente el de la señora García
Cámara. que se había adherido al mismo. se ajusta ínte­
gramente .al mencionado criterio constitucional. por
hallarse el Importe de la indemnización concedida dentro
de los límites establecidos por las partes. y consecuen­
temen~e, ha de calificarse de congruente, máxime cuan­
do la Incongruencia omisiva sólo puede prosperar en
los sl!puestos que ese defecto cause algún tipo de inde­
fenslon ~ !a parte que lo alegue. circunstancia que no
se ha originado en la recurrente. que no sólo impugnó
el recurso de esta parte, sino que se adhirió al mismo
en lo que a su interés convenía.

Igualmente es de significar, que la pretendida falta
de. motivación de la resolución que se combate, tampoco
eXI~t,e, pues no puede olvidars~que la existencia de moti­
vaclon no comporta necesariamente que el Juzgador
~ebade efectuar una exhaustiva descripción del proceso
Intelectual. que le lleva a resolver en un determinado
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sentido, no siendo exigible una intensidad en el razo­
namiento empleado, y bastando que la motivación ponga

. de manifiesto que la decisión judicial adoptada. responde
a una concreta interpretación y aplicación del Derecho,
satisfaciéndose la motivación cuando de manera explí­
cita o implícita. la resolución contenga razones o ele,
mentas de juicio que permitan conocer, cuáles han sido
los criterios jurídicos que fundamenten la decisión,
debiéndose atender no sólo al contenido de la resolución
considerada en sí misma. sino también, dentro del con­
texto global del proceso, prestando especial atención
al conjunto de las actuaciones y decisiones que. pre­
cediéndole, han constituido el debate procesal. es decir,
valorando todas las circunstancias concurrentes y siem­
pre que conste de forma clara, cual ha sido el funda­
mento de la decisión adoptada, obteniendo así la parte
una respuesta a su pretensión, pudiéndose mantener
que una Sentencia que resuelva las peticiones propues­
tas se halla motivada, siendo suficiente a tal fin que
exteriorice, siquiera sea de modo sucinto, la razón jus­
tificativa de la decisión.

En apoyo de lo expuesto sobre este extremo, invoca
las SSTC 333/1989, 70/1990, 57/1987, 203/89.
203/1990 y 122/1994, esta última ya citada ante­
riormente.

Por cuanto antecede, manifiesta que resulta con­
gruente mantener. que la Sentencia de apelación de la
Sección 3.a de la Audiencia Pr~vincial de Córdoba satis­
face los expresados requisitos, ya que. aun siendo parca
en su fundamentación. permite conocer por las partes,
el criterio por el que considera procedente modificar,
en cuanto a la cuantificación la indemnización concedida
a la ahora recurrente en amparo. Este no es otro que'
el de considerar que el importe indemnizatorio fijado
por el juzgador de primera instancia resulta excesivo.
estimando más correcto y adecuado el que la misma
establece en et ejercicio de sus facultades discrecionales
al efecto. teniendo en cuenta las cir"cunstancias de todo
tipo concurrentes en los hechos.

Aparece como inconcluso. aunque no se detalle explí­
citamente. que la reducción que efectúa la Sentencia
de apelación se hace teniendo en cuenta, con indepen­
dencia de las alegaciones de las partes, las circunstancias
familiares de la hoy demandante, las relaciones de ésta
con el fallecido. y todas las que al mismo rodeaban.

Asimismo, es claro que la Sentencia de apelación,
al gcoger en parte las alegaciones de Mapfre, efectuadas
ante la Audiencia. y rechazar las de la representación
de la señora García Cámara en su impugnación-adhesión
al mismo, por remisión. la fundamentación descansa en
la estimada del recurso sustanciado, a instancias de Map­
freo a tenor del sentido reflejado en el fallo de dicha
Sentencia que categóricamente resuelve las cuestiones
debatidas. .

c) Por último y en lo que respecta a la petición que
con carácter alternativo se formula. interesando se decla­
re la firmeza de la Sentencia dictada) por. el Juzgado
de Pozoblanco. igualmente se impugna rotundamente
tal petición, puesto que, con ella. lo que en definitiva
estaría pretendiendo la recurrente en amparo. es que
ese Alto Tribunal se pronuncie sobre el importe de la
indemnización, ya que al dejarse firme la de instancia
se estaría modificando el quantum establecido en la alza­
da. lo que supondría, en cierto modo, que ese Tribunal
entrase a conocer o pronundarse sobre el alcance de
los hechos que sustancian una pretensión ordinaria, lo
que resultaría incongruente con lo establecido por el
arto 44.1 b) LOTC, por ser misión concreta del mismo
restablecer, en su caso, la tutela de los derechos
fundamentales violados o menoscabados injustificada­
mente.

En definitiva. se estaría postulando por la ahora'
recurrente una tercera instancia al respecto, pretensión
totalmente contraria a la naturaleza y función del Tribunal
Constitucional.

En consecuencia. y habida cuenta de las facultades
de las que gozan las Audiencias Provinciales, para apre­
ciar la correlación que debe de existir entre el quantum
indemnizatorio de un lado, y las circunstancias Con­
currentes en los hechos por otro. ,con plena soberanía
para modificar. ampliar o reducir las cantidades indem­
nizatorias señaladas en la instancia, procede a su juicio
denegar el amparo solicitado por la recurrente.

9. Por providencia de 17 de marzo de 1996. se
señaló para la deliberación y votación de la presente
Sentencia el día 18 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. Por la recurrente en el presente recurso de ampa­
ro se impugha la Sentencia de la Audiencia Provincial
de Córdoba de5 de junio de 1995, en la que se estima
parcialmente el recurso de apelación dimanante de juicio
de faltas 1/95, seguido ante el Juzgado de Instrucción
núm. 2 de Pozoblanco (Córdoba). alegando la vulnera­
ción a sU derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1
C.E.). por la existencia de un vicio de incongruencia «in­
terno» de la resolución impugnada, ya que, en el fallo
de la misma, se disminuyó la indemnización acordada
en la instancia de 15 a 7.000.000 de pesetas, no siendo
tal Sentencia coherente con su fundamentación jurídica,
en la que expresamente se aceptan los antecedentes
de hecho y los fundamentos jurídicos de la resolución
del citado Juez de Instrucción núm. 2 de Pozoblanco.
La solicitante considera, por ello. como ha quedado
dicho, que se ha vulnerado el art. 24 C.E. en razón. "en
primer lugar, a la consideración de la existencia de una
falta total y absoluta de motivación de dicha resolución
judicial y, en segundo término, a la interpretación arbi­
traria efectuada de la ley aplicable al caso de autos.
que se manifiesta en la producción de un apartamiento
del criterio mantenido por el Juez a qua. en una cuestión
de hecho. que no es otra que la cuantificación de los
perjuicios sufridos, sin justificar el error cometido por
éste en su Sentencia.

2. En el recurso que ahora se resuelve y, como cues­
tiones previas debe tenerse en consideración. tal como
precisa el Ministerio Fiscal. que por la recurrente no se
cuestiona el quantum de la responsabilidad civil a cuyo
fin este Tribunal carecería de competencia [arto 44.1
b) LOTC]. en cuanto que la cuestión no rebasaría los
límites de la legalidad ordinaria (vid. ATC 314/1985),
y tampoco pone en tela de juicio las facultades del órga­
no judicial de apelación. para modificar el quantum de
las indemnizaciones a través del recurso. facultades que
le corresponden en razón de la naturaleza de la apelación
como novum judicium (entre otras. STC 307/1993). Y
por último conviene subrayar, igualmente, que tampoco'
se plantea en el recurso de amparo un vicio de incon­
gruencia determinante de reformatio in peius, cuya pro­
hibición, como es sabido, se inserta en el derecho a
la tutela judicial efectiva, como ha declarado con insis­
tencia este Tribunal (SSTC 40/1990 y 84/1985 entre
otras). En el caso que nos ocupa. es manifiesto que la
modificación peyorativa de la resolución obtenida en la
instancia por la recurrente, se produce como consecuen­
cia de la pretensión impugnatoria de la otra parte y no
deviene. de su propio recurso (SSTC 116/1988 y
84/1995 entre otras).

3. Con relación a la manifestación relativa a la exis­
tencia del denunciado vicio de incongruencia interno,
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operado en la Sentencia dictada por la Audiencia Pro­
vinciaL no cabe argüir, frente a lo manifestado por la
recurrente, que exista una evidente contradicción en el
fallo de la meritada Sentencia. salvo que dicha mani­
festación se encuentre referida a la aceptación que en
el mismo se efectua de los fundamentos jurídicos con­
tenidos en la Sentencia dictada en la instancia. En efecto
si bien en éstos se razona la existencia de unos perjuicios.
-la muerte del compañero con el que convivía y la pér­
dida de ingresos que éste aportaba. con lo que viene
a asumir en solitario las cargas derivadas de la crianza
de los hijos comunes-, para llegar a una cuantificación
de 15.000.000 de pesetas como es frecuente cierta­
-mente, dada la naturaleza del perjuicio e incluso la inexis­
tencia de ingresos fijos y la escasa prueba existente,
hace que la determinación del perjuicio, y la consiguiente
indemnización. tenga que incorporar un amplio margen
de arbitrio judicial. En el uso razonable de ese arbitrio,
se fija la cuantía de la indemnización en la instancia

_en la cantidad de 15.000.000 de pesetas, pero ello no
impide que partiendo de esas mismas premisas y con­
sideraciones, se pueda llegar razonablemente a fijarla
en 7.000.000 como ha hecho la Audiencia Provincial.
siempre que hasta donde sea razonablemente posible
el Juzgador explique la razón de establecer una deter­
minada cantidad en concepto indemnizatorio a fin de
que sabiendo el proceso intelectual que ha conducido
al mismo pueda ser objeto, en su caso, de impugnación
con independencia del conocimiento a que tiene derecho
la parte, de saber las razones de una reducción eco­
nómica tan importante cuando se aceptan sin condi­
cionamiento alguno. los hechos y los fundamentos jurí­
dicos. No estamos. pues, ante un supuesto de motivación
efectuado de manera sucinta y por remisión, sino de
ausencia de motivación propiamente dicha, por lo que
ha de estimarse el presente recurso, ya que en este
caso. no se «revelan de manera suficiente, aunque sea
implícita, las razones y discurso lógico que determinaron
la decisión judicial» (STC 122/1994).

4, Respecto de la alegación de la vulneración del
derecho a la tutela judicial efectiva por falta absoluta
de motivación, conviene recordar y, ya se ha puesto
de manifiesto en estas actuaciones. que el Tribunal Cons­
titucionaL ha subrayado la ineludible exigencia de la moti­
vación de las resoluciones judiciales y la trascendencia
constitucional de su omisión (SSTC 61/1983 y
13/1987), debiéndose tener en cuenta que «el derecho
a la tutela judicial efectiva incluye entre sus variados
contenidos. el que se dicte una resolución fundada en
Derecho, y resulta evidente que no puede reputarse
como tal una Sentencia cuya fundamentación discurre
por una senda diametralmente opuesta a la del fallo,
y en la que se motiva lo contrario de lo que se falla»
(STC 138/1985. citada, entre otras). Es por tanto. evi­
dente la quiebra constitucional. en lo referente al apar­
tamiento llevado a cabo en la Sentencia de la Audiencia
Provincial, del criterio indemnizatorio mantenido por la
de instancia, sin que haya quedado justificada adecua­
damente, como ya se dijo. la discrepancia en los hechos
o en los fundamentos juridicos que determinan la pro­
ducción del mismo. En efecto, como hemos visto, sólo
podemos considerar motivada la Sentencia de la Audien­
cia por la remisión que hace a los razonamientos de
la de instancia. razonamientos que pueden considerarse
suficientes para justificar una u Qtra solución, sin que
la propia naturaleza del perjuicio de que se trata, y las
propias circunstancias del caso, hicieran exigible un
mayor grado de concreción. Sin olvidar las dificultades
que entraña establecer una concreta cuantía indemni"
zatoria cuando se trata de la pérdida de la vida o de
un daño corporal o psíquico. Ello nos conduce a la afir-

mación de que, si bien la propia estructura del proceso
y la naturaleza de la función revisora del Tribunal ad
quem, hacen que su criterio como Tribunal superior se
imponga. incluso en relación con la valoración de los
hechos al del inferior, el apartamiento de lo estimado
por éste, en cuanto a tal valoración, deba conllevar una
especial motivación que explique las razones de la des­
viación.

La recurr~nte obtuvo una primera respuesta judicial
a su pretensión. basada en la libre estimación efectuada
por el Juzgado de Instrucción de la entidad de los per­
juicios que la misma sufrió, y que fue objeto de moti­
vación suficientemente. Al apartarse la Audiencia de esa
valoración, este alejamiento debe ser objeto de una espe­
cífica justificación, explicitando las razones que deter­
minan el que finalmente se opte, entre una solución y
la otra, debiendo prevalecer la suya, a pesar de la mayor
inmediación con los hechos, propia de la función de
juzgar en la instancia, pues se trata de un novum iuditium
en el que el órgano encargado de resolverlo accede a
la totalidad del material alegatorio y probatorio de la
primera instancia (STC 307/1993).

Por lo tanto, no se plantea en los mismos términos
la exigencia de motivación de un fallo confirmatorio. en
el que la remisión a la resolución de instancia puede
compensar las insuficiencias de la motivación de la que
resuelve la apelación (STC 152/1987), que la exigible
respecto de una resolución parcial o totalmente revo- .
catoria. De otra manera, como aquí ocurre. y también
se dijo; el ciudadano no tiene ningún elemento de juicio
para considerar cuáles han sido las razones fácticas y
jurídicas que han deterrfl.inado que .el órgano judicial
ad quem haya procedido a la modificación de la cuantía
de la indemnización reconocida como debida a un jus­
ticiable, pues no se ha cumplido una de las funciones
básicas y necesarias de la exigencia de la motivación
de las resoluciones judiciales (SSTC 55/1987 y
199/1991).

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tríbunal Cons­
titucionaL POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por doña Manuela García
Cámara, y en su virtud:

1.° Reconocer el derecho de la solicitante de ampa­
ro a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 C.E.).

2.° Anular la Sentencia de la Audiencia Provincial
de Córdoba, dictada en el rollo de apelación 49/95,
dimanante del juicio de faltas núm. 1/95, seguido ante
el Juzgado de Instrucción núm. 2 de Pozoblanco (Cór­
doba).

3.° Retrotraer las actuaciones al momento procesal
oportuno a fin de que se proceda a dictar nueva reso­
lución que satisfaga las exigencias constitucionales en
cuanto a la obligación de motivación.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a diec)ocho de marzo de mil nove­
cientos noventa y siete.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Vi­
cente Gimeno Sendra.-Pedro Cruz Villalón.-Enrique
Ruiz Vadillo.-Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.-Pa­
blo García Manzano.-Firmado y Rubricado.


